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¡Salud compañer@s!

Vivimos unos momentos socialmente 

convulsos. Convulsos porque una parte mi-

noritaria de la sociedad, aquella que detenta 

el poder sobre la mayoría, posee unas her-

ramientas, legítimamente adquiridas pero 

ilegítimamente utilizadas, para anteponer 

sus intereses en la sociedad que todos for-

mamos. Convulsos, al fi n, porque, como si 

de un principio físico se tratase, toda ac-

ción por parte de ese sector, requiere de 

una reacción por parte del otro, del nuestro.

La pa-

tronal, pri-

vada o públi-

ca, y su 

herramienta 

política, el 

Partido Po-

pular, tejen, 

sin ningún 

e s c r ú p u l o , 

una sociedad 

insol idar ia, 

a g r e s i v a , 

competit iva 

e injusta, ba-

sada en la fuerza, en el poder, en la capaci-

dad para ningunear, si no doblegar, al otro. 

La agresión personal que estamos su-

friendo los trabajadores públicos durante el 

gobierno del Partido Popular es el síntoma 

de un proceso de saqueo de los derechos 

de esos trabajadores y de su honorabilidad 

ante la ciudadanía. Acción que requiere de 

la reacción necesaria para contrapesarla. 

Hoy en día, hemos dejado de ser traba-

jadores públicos al uso para convertirnos 

en garantes del sector público que el go-

bierno liberal quiere arrebatar, no ya a sus 

trabajadores, sino a toda la ciudadanía (y 

sí, volvemos a hablar de hospitales, de es-

cuelas, de servicios sociales, de un largo 
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etcétera y, desde luego, de centros 

penitenciarios). 

El Partido Popular se ha puesto 

frente a los trabajadores y debemos 

de elegir entre esperar agazapados 

en nuestros cubículos sus agresiones 

u oponernos frontalmente a ellos. Y 

hay que hacerlo ¡ya!, porque una vez 

que nos han sometido, ahora quieren 

destruir la única herramienta que es 

capaz de  hacerles frente, el  sindi-

calismo.

Han denostado al sindicalismo 

como nos denostaron a los traba-

jadores públicos hace un par de 

años. Lo hacen desde sus voceros 

mediáticos, desde sus políticos más 

radicales y desde sus seguidores 

emboscados dentro del colectivo. ¡Y 

ha calado en toda la sociedad!. Pero 

también, y desde el otro frente, cala 

en la sociedad la necesidad de cam-

bio y de regeneración.  Esa sociedad 

conoce que nuestra única defensa 

laboral está en el sindicalismo porque 

no hay otra cosa. Un sindicalismo que 

ha cometido muchos errores, incluso 

felonías, y al que hoy se le exige que 

el mismo también se regenere, para 

resurgir de sus cenizas, purgarse y 

luchar, luchar y luchar por los fun-

cionarios y por los ciudadanos, por lo 

público y por lo privado. 

El sindicato UGT es un sindicato de 

clase formado por trabajadoras y tra-

bajadores, no tiene que ser un “apara-

to”, ni una empresa de seguros, ni un 

servicio. UGT, eres tú, sólo tú y tus 

ideas progresistas, y tus ideas  so-

ciales, y tus ideas humanitarias. 

¡Adelante, da ese paso, lucha!.
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Acción Sindical
De cara a la celebración y 

reivindicación del día del Or-

gullo Gay que se celebró bajo 

el lema  “Nos manifestamos 

por quienes no pueden”,   UGT 

exige al Gobierno la inmediata 

puesta en marcha de la Ley In-

tegral para la Igualdad de Trato 

y no discriminación. El sindica-

to considera imprescindible el 

establecimiento de planes de 

formación en materia de igual-

dad con especial 

incidencia  en  

la orientación   

sexual y la 

identidad de gé-

nero así como el 

establecimiento 

de mecanismos 

de información 

y evaluación 

que permitan 

conocer  las   

situaciones de 

discriminación 

laboral y adoptar medidas 

luchar contra ellas y reivindica, 

además, el papel de la inspec-

ción de trabajo en este sentido.

Como cada año, la Unión 

General de Trabajadores se 

une a la celebración y a las 

reivindicaciones sociales que 

encierra el día del Orgullo Gay, 

que giran en torno a la recla-

mación del reconocimiento de 

los derechos humanos de las 

personas LGTB en el mundo 

ya que aún existen, en muchos 

países, persecuciones por mo-

tivo de la orientación sexual o 

de la identidad de género.

El sindicato considera que para 

superar todos los prejudicios y 

las posibles discriminaciones, 

la visibilidad de lesbianas, gays, 

transexuales y bisexuales tanto 

en la sociedad como en el mun-

do del trabajo, es fundamental. 

Si bien, en nuestro país se han 

conseguido grandes logros en 

los últimos años para alcan-

zar la verdadera igualdad, nos 

es menos cierto que en ám-

bitos como el laboral todavía 

queda mucho por hacer. Los 

instrumentos es-

tán ahí pero la 

práctica revela 

que aún hoy en 

día falta mucho 

para alcanzar 

esa igualdad.

UGT ha reivin-

dicado siempre 

esa igualdad, 

no sólo social 

sino también 

laboral, y con-

tinuará hacién-

dolo sustentando sus acciones 

en la sensibilización, en la con-

cienciación y en la importancia 

de lograr la plena tolerancia ha-

cia el colectivo LGTB para con-

seguir lugares de trabajo inclu-

sivos. En ningún caso se puede 

permitir que el reconocimiento 

por parte de un trabajador de 

su orientación sexual sea causa 

de discriminación o de acoso. 

La política de personal en las 

empresas debe buscar la con-

secución del bienestar de sus 

empleados, tanto laboral como 

personal, y que su orientación 

sexual o de su identidad de gé-

nero, y actuar en caso de dis-

criminación por este motivo.

Reclamamos la puesta en marcha 

de la Ley Integral para la Igualdad 

de Trato y no discriminación.
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Acción 
Sindical

El sindicato mantiene su 

compromiso de combatir la 

discriminación en  el ámbi-

to laboral  por    orientación  

sexual, y en una amplísima  

medida por la identidad de 

género, a través de la denun-

cia de aquellas situaciones 

discriminatorias, la inclusión 

de cláusulas en los convenios 

colectivos que garanticen la 

igualdad de derechos y su no 

vulneración -que fundamen-

talmente se traducen en de-

spidos injustifi cados y faltas 

de ascensos profesionales-, y 

reivindica la equiparación de 

derechos en cuántos precep-

tos normativos sean causa de 

discriminación directa e indi-

recta.

A las Administraciones 

públicas, les corresponde es-

tablecer medidas   que pro-

muevan la igualdad de trato 

y no discriminación. Por eso 

exigimos al Gobierno la inme-

diata puesta en marcha de la 

Ley Integral para la Igualdad 

de Trato y no discriminación. 

Es imprescindible el esta-

blecimiento de planes de for-

mación en materia de igual-

dad con especial incidencia 

en la orientación sexual y la 

identidad de género así como 

establecer mecanismos de 

información y evaluación que 

permitan conocer las situa-

ciones de discriminación la-

boral y adoptar medidas para 

luchar contra ellas. En esta 

materia, la inspección de tra-

bajo tiene un papel funda-

mental de cara a garantizar el 

respeto a la igualdad de trato 

y no discriminación en el ac-

ceso al empleo y en las con-

diciones laborales.

El 1 de julio ha tenido 
lugar la reunión de la  Co-
misión de Seguimiento del 
Concurso de Traslados de 
personal  laboral III CU; inicia  
la administración la sesión ha-
ciendo  balance del proceso 
hasta  este momento, recopi-
lando las aclaraciones y notas 
informativas que se han ido 
publicando en el portal de la 
DGFP. (Plazos del proceso, 
de renuncias, de alegaciones 
y los anexos para poder efec-
tuar las mismas).

Habiendo fi nalizado la fase 
de alegaciones al listado provi-
sional (30 de junio) es imposi-
ble aún cuantifi car el volumen 
total de alegaciones recibidas, 
pero se avanza una cifra es-
timada que superará las 500, 
lo que supone una fase muy 
complicada dado que se ten-
drá que valorar y revisar de 
nuevo un gran número de ins-
tancias, no sólo en base a las 
alegaciones presentadas sino 
como consecuencia de los er-
rores e  incoherencias detecta-
das en la fase de valoración y 
grabación en los ámbitos min-
isteriales. 

Ningún Ministerio podrá ya 
modifi car las valoraciones en 
base a  las alegaciones, ya 
que esta gestión será,a partir 
de ahora,competencia de la 
DGFP.

Se está dando prioridad a las 
alegaciones a las exclusiones 

ical

El 1 de julio ha tenido

CIVEA  Concurso de Traslados 

Reunión 1-07-2014
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que han de ser resueltas previa-
mente  a la emisión del listado 
defi nitivo; del resultado de las 
mismas los trabajadores serán 
informados a través del correo 
electrónico facilitado y,además, 
se publicará una nota informa-
tiva en el portal FUNCIONA 
para que puedan acceder a su 
valoración provisional, abrién-
dose un nuevo plazo (solo para 
estos afectados) para efectuar 
reclamaciones oportunas,si las 
hubiere. 

Respecto al resto de alega-
ciones hasta ahora presentadas, 
se resolverán por orden de lle-
gada. Se dará tratamiento una 
a una a todas 
en la DGFP, 
para así evitar 
que se traten 
de forma dife-
renciada y con 
disparidad de 
criterios en los 
distintos de-
par tamentos 
ministeriales.

 Las valora-
ciones defi ni-
tivas estarán 
p r e v i s i b l e -
mente a fi na-
les de julio, quedando ya abierta 
para septiembre la siguiente y 
última fase de este proceso, la 
adjudicación de puestos.

En breve, la DGFP dictará una 
resolución declarando inhábil el 
mes de agosto respecto al de-
sarrollo de plazos del concurso; 
por lo que la resolución del mis-
mo se retrasaría al 25 de sep-
tiembre. Esta se presume fecha 
tope para la adjudicación de los 
puestos objeto de este proceso.

En su intervención, UGT pre-
gunta qué ocurrirá con aquel-
los trabajadores  del   Artículo 
57  (reingresos de excedencias) 
des-plazados como resultado 
de la adjudicación de puestos 

en este concurso 
y pide que, como 
muy tarde, la seg-
unda quincena de 
julio, todos los trabajadores 
afectados en el concurso ten-
gan conocimiento del puesto al 
que han de ir.

La DGFP responde a esta 
cuestión de manera imprecisa, 
comentando que ya en algunos 
ámbitos se está previendo la 
posible ubicación de estos tra-
bajadores, pero consideramos 
que esto no satisface realmente 
la necesidad que se genera a 
la mayoría de los desplazados, 
y que la Adminis-tración ha de 

dictar resolu-
ción al respec-
to evitando los 
agravios en el 
t r a t a m i e n t o , 
dependiendo 
del ámbito mi-
nisterial al que 
se pertenezca. 
La DGFP

en este pun-
to dice que se 
estudiará con 
detenimiento 
los desplaza-
dos por rein-

greso, y que, posiblemente, se 
pueda solucionar su situación 
utilizando los puestos de aque-
llos que se han movido en este 
proceso.

Se estudiará y buscará ubi-
cación antes de resolución de-
fi nitiva y de la publicación de 
listados defi nitivos.

Los trabajadores desplaza-
dos correspondientes al artícu-
lo 32.4, adscripción temporal a 
puestos vacantes, volverán a 
su puesto de origen. 

Por último UGT pide una fe-
cha unifi cada de incorporación 
de los adjudicatarios.

Seguiremos informando
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Moviliz
a-

ciones

Los sindicatos mayoritarios de 

Función Pública, CCOO, UGT y 

CSI-F remitieron el pasado 10 de 

junio una carta al ministro de Ha-

cienda y Administraciones Públi-

cas, Cristóbal Montoro, en la que 

le solicitaban la convocatoria de la 

Mesa General de Negociación de 

las Administraciones Públicas, rota 

desde 2010.

 

La Administración lleva cuatro 

años desoyendo nuestra reivindi-

cación de la Negociación Colectiva 

y el Diálogo Social como saludable 

instrumento democrático. Y mien-

tras tanto mantiene imposiciones 

por Real Decreto Ley y modifi ca de 

manera unilateral el Estatuto Bási-

co del Empleado Público (EBEP).

 

Reiteramos la necesidad de que 

la Administración convoque formal 

e inmediatamente la Mesa General 

de las Administraciones Públicas, 

para tratar asuntos que conciernen 

no sólo a los dos millones y medio 

de empleados públicos sino al con-

junto de ciudadanos y ciudadanas 

que merecen la mejor de las presta-

ciones en todos los ámbitos de los 

servicios públicos.

 

Ante esta actitud del Gobierno, 

CCOO, UGT y CSI-F, bajo el lema 

Negociación Ya, van a poner en 

marcha una serie de acciones y me-

didas de presión. Los trabajadores 

se concentrarán el viernes 11 de ju-

lio en las puertas de los centros de 

trabajo, en horario variable de de-

sayuno o cambio de turno. El 15 de 

julio habrá concentraciones a las 

12.00 horas en las delegaciones y 

subdelegaciones del Gobierno de 

cada Comunidad Autónoma. En 

Madrid tendrá lugar además una 

gran concentración frente al Mi-

nisterio de hacienda y Administra-

ciones Públicas, en la calle Alcalá, 

5, donde se dará lectura al mani-

fi esto explicativo de nuestras reivin-

dicaciones.

 

Estas movilizaciones son el inicio 

de una campaña de movilizaciones 

que se intensifi cará a partir de sep-

tiembre en caso de que el Gobier-

no siga negándose a reconocer de 

manera efectiva el derecho a la ne-

gociación colectiva de las emplea-

das y empleados públicos, y no ce-

sará hasta que el Gobierno cumpla 

con su obligación de negociar el 

ámbito público, con los empleados 

y las empleadas, sus condiciones 

y las condiciones de prestación de 

servicios, que debe sustentar nues-

tro sistema institucional, social, y 

estado de bienestar.

Negociación Ya: CCOO, UGT y CSI-F anun-

cian medidas de presión para que el Ministe-

rio convoque la Mesa de Función Pública
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La Constitución Española con-

fi gura la huelga como uno de los 

derechos fundamentales en los 

que se asienta nuestro Estado 

social y democrático de dere-

cho; goza del máximo nivel de 

garantías y vincula a todos los 

poderes públicos.

El reconocimiento de este 

derecho de los trabajadores 

para la defensa 

de sus intereses 

no es exclu-

sivode nuestro 

ordenamiento ju-

rídico.

La Carta de 

Derechos Fun-

damentales de 

la Unión Euro-

pea lo incluye 

expresamente; 

el Pacto Interna-

cional de Dere-

chos Económi-

cos, Sociales y 

Culturales de las 

Naciones Unidas 

lo garantiza; la 

Conferencia In-

ternacional del 

Trabajo ha insis-

tido en el recono-

cimiento de este derecho en sus 

Estados

Miembros y, aunque no ex-

ista un Convenio específi co de 

la OIT,  ha sido  reafi rmado  en 

varias resoluciones de conferen-

cias regionales y de comisiones 

sectoriales de la OIT. Dos órga-

nos instituidos para el control de 

la aplicación de las normas de la 

OIT, el Comité de Libertad Sin-

dical y la Comisión de Expertos 

en Aplicación de Convenios y 

Recomendaciones, han recono-

cido en numerosas ocasiones el 

derecho de huelga como dere-

cho fundamental de los traba-

jadores y de sus organizaciones. 

En nuestro país, y durante más 

de treinta y cinco años, los tra-

bajadores hemos venido ejer-

ciendo democrática y cons-

titucionalmente este 

derecho de titularidad 

individual pero de ejer-

cicio colectivo. Ahora 

está siendo cuestiona-

do por las autoridades 

públicas como se in-

fi ere de las múltiples 

causas y actuaciones 

penales desarrolladas 

contra los trabajadores 

que participaron legíti-

mamente en las huel-

gas convocadas por 

las organizaciones 

sindicales más repre-

sentativas contra las 

reformas laborales, por 

supuestas actividades 

delictivas durante el 

desarrollo de las mis-

mas.

Por supuesto, no se 

trata de defender posibles ex-

tralimitaciones en el ejercicio del 

derecho de huelga; en todo caso,  

como  se  viene   pronunciando el 

citado Comité de Libertad Sindi-

cal, cualquier sanción impuesta 

por actividades ilegítimas rela-

cionadas con huelgas debería 

ser proporcional al delito o falta 

cometida, y las autoridades de-

berían excluir el recurso a medi-

das de encarcelamiento contra 

tit

de

in

ci

es

do

pú

fi e

ca

pe

co

qu

m

ga

la

si

se

re

su

de

de

m

Manifi esto
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quienes organizan o participan 

en una huelga pacífi ca. Tales 

medidas comportan graves ries-

gos de abuso y serias amenaz-

as a la libertad sindical.

Numerosas acusaciones e im-

putaciones, con peticiones de 

cárcel, dirigidas contra el mo-

vimiento sindical, sus respon-

sables y militantes, por el ejer-

cicio legítimo y constitucional 

del derecho de huelga –que, no 

olvidemos, implica el derecho 

a requerir de otros la adhesión 

a la huelga y a participar, den-

tro del marco legal, en acciones 

conjuntas dirigidas a tal fi n– res-

ponden a una forma de gober-

nar caracterizada por la restric-

ción de los derechos y libertades 

básicas ciudadanas, esas que 

conforman nuestro modelo de 

convivencia y el Estado Social 

y Democrático de Derecho que 

regula la Constitución.

La persecución de la libertad 

sindical se une a otras iniciativas 

desarrolladas para cercenar li-

bertades públicas y limitar dere-

chos como las últimas reformas 

legales en materia del Código 

Penal o de seguridad  ciudadana 

o las que niegan la gratuidad en 

el acceso a la Justicia.

No es posible permanecer 

callado o mostrarse impasible 

ante ese intento de deslegiti-

mar las respuestas laborales a 

las reformas injustas impuestas 

por el poder político, de condi-

cionar en el futuro el desarrollo 

de estas huelgas, cuando no de 

fundamentar hipotéticas refor-

mas laborales lesivas o perjudi-

ciales para los trabajadores, en 

una muestra más de retroceso 

democrático. Las limitaciones 

de los derechos sindicales fun-

damentales además de provo-

car un grave desequilibrio en las 

relaciones laborales frustran los 

avances en las condiciones de 

trabajo y en el bienestar de la 

sociedad.

Está en juego un “instrumento 

de presión que la experiencia 

secular ha mostrado ser nece-

sario para la afi rmación de los 

intereses de los trabajadores en 

los confl ictos socioeconómicos, 

confl ictos que el Estado social 

no suede excluir, pero a los que 

sí puede, y debe proporcionar 

los adecuados cauces institu-

cionales; lo es también con el 

derecho reconocido a los sin-

dicatos en el artículo 7.º de la 

Constitución, ya que un sindica-

to sin derecho al ejercicio de la 

huelga quedaría, en una socie-

dad democrática, vaciado prác-

ticamente de contenido, y lo es, 

en fi n, con la promoción de las 

condiciones para que la libertad 

y la igualdad de los individuos 

y grupos sociales sean reales 

y efectivas” como ha declarado 

nuestro Tribunal Constitucional.

Los fi rmantes de este mani-

fi esto consideramos inaceptable 

el ataque continuado a nuestros 

derechos constitucionales, y de 

manera singular, la intervención 

de los poderes públicos contra la 

libertad sindical, lo que supone 

que cerca de 200 sindicalistas 

estén hoy afectados por proce-

dimientos administrativos y pe-

nales tras participar en la convo-

catoria, extensión y organización 

de huelgas generales.

Queremos seguir ejerciéndo-

los libremente.

Junio 2014
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Seis centros penitenciarios sin estrenar están 

cerrados por falta de dinero

El Gobierno central y la Generalitat de Cataluña tienen seis es-

tablecimientos penitenciarios terminados hace meses, algunos 

más de un año, y que no abren por falta de plantilla. Los

recortes presupuestarios han desbaratado el mapa de prisiones 

que diseñó el PSOE y han dejado un goteo de obras suspendidas, 

otras que se alargan en el tiempo y unas cuantas,

hasta seis, terminadas y cerradas. La asfi xia económica limita 

la capacidad del Ministerio del Interior y del Ejecutivo catalán (que 

tiene transferidas las competencias penitenciarias) para hacer las 

obras al ritmo previsto, pero el problema más grave es de recur-

sos humanos: la tasa de reposición del 10% en el empleo público 

impide ampliar la plantilla y sin funcionarios no pueden abrir los 

nuevos centros.

Mantener cerradas las instalaciones, en las que se han inver-

tido más de 1.100 millones de euros, no sale gratis. Más de un 

año lleva sin uso la cárcel de Archidona (Málaga), un recinto con 

1.008 celdas, que se terminó en marzo de 2013 y a la que Institu-

ciones Penitenciarias destinó 117 millones de euros. La Sociedad 

de Infraestructuras y Equipamientos Penitenciarios ha adjudicado 

el 10 de abril la vigilancia y el mantenimiento del centro a la em-

presa Vías y Construcciones S. A. La empresa adjudicataria re-

cibirá hasta 3,27 millones de euros por garantizar la seguridad 

del complejo y velar por que, hasta que abra, funcionen todas las 

instalaciones, desde los ascensores a las calderas, los sistemas 

de comunicación y las puertas automatizadas. El contrato es pror-

rogable por dos años lo que lleva a pensar que Interior contempla 

que esta situación puede alargarse hasta 2016. 

Algo parecido ocurre en el Centro de Inserción Social (CIS) de 

Almería y en las unidades de madres de Alicante y de Tenerife, 

que suman una inversión superior a los 21 millones de euros. In-

terior planea abrir el primero en las próximas semanas, pero no 

ha puesto fecha para las unidades destinadas a acoger a presas 

con hijos pequeños y cuyas obras concluyeron hace  más de un 

año. Su mantenimiento corre a cargo de la empresa que man-

tiene los CIS a los que están anexas. Instituciones Penitenciarias 

no concreta cuánto cuesta mantenerlas cerradas pero fuentes del 

centro alicantino cifran en 100.000 euros el dinero invertido el año 

pasado.

Los últimos datos publicados, de enero de 2013, cifran en 1.560 

las plazas vacantes en Instituciones Penitenciarias entre funcio-

narios (954), personal laboral (514) y de organismos

autónomos (92), a las que habría que sumar las bajas del último 

año y medio. Los sindicatos consultados (Acaip, UGT, CC OO y 

CSIF) estiman en cerca de 2.000 las vacantes actuales.

El Gobierno ha anunciado una oferta de empleo de 90 plazas. 
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“Esa cifra no cubre ni las vacantes de un año y lle-

vamos cuatro sin oferta de empleo”, advierte Jesús 

Otín, secretario de Prisiones de UGT. Instituciones 

Penitenciarias ha declinado valorar la situación y 

concretar cuándo prevé abrir estos centros.

Nota de UGT

Las declaraciones de UGT insistían en la falta 

de recursos humanos y situaban la última OEP en 

el año 2011 -no son cuatro años sin oferta como se 

dice en el artículo-.


